
Proyecto de Ley 

 

DE EXTINCIÓN DE DOMINIO DE BIENES MALHABIDOS PROVENIENTES 

DEL NARCOTRÁFICO, EL SECUESTRO, EL TERRORISMO Y ACTIVIDADES 

CONEXAS. 

 

EL CONGRESO DE LA NACIÓN PARAGUAYA SANCIONA CON FUERZA DE 

LEY: 

 

CAPITULO I 

EXTINCIÓN DE DOMINIO 

 

Artículo 1°.- La extinción de dominio es la pérdida de este derecho a favor del Estado, 

sin contraprestación ni compensación de naturaleza alguna para su titular. Esta acción es 

autónoma en los términos de la presente Ley. 

 

Artículo 2°.- Se declarará extinguido el dominio mediante sentencia judicial, cuando 

ocurriere cualquiera de los siguientes: 

 

1. Cuando exista incremento patrimonial legalmente injustificado, proveniente de 

la comisión de delitos de narcotráfico, terrorismo, secuestro de personas o 

lavado de dinero, conforme a las tipificaciones de estos delitos establecidas en 

las normas legales correspondientes. 

2. El bien o los bienes de que se trate provengan directa o indirectamente de una o 

varias de las actividades ilícitas señaladas en el punto anterior. 

3. Los bienes de que se trate hayan sido utilizados como medio o instrumento para 

la comisión de las referidas actividades ilícitas, sean destinadas a éstas, o 

correspondan al objeto del delito. 

4. Los bienes o recursos de que se trate provengan de la enajenación o permuta de 

otros que tengan su origen, directa o indirectamente, en las actividades ilícitas 

señaladas, o que hayan sido destinados a tales actividades o sean producto, 

efecto, instrumento u objeto del ilícito. 

5. Los derechos de que se trate recaigan sobre bienes de procedencia lícita, pero 

que hayan sido utilizados o destinados a ocultar o mezclar bienes de procedentes 

de los ilícitos señalados. 

 

Artículo 3°.- Para los efectos de la presente ley, se entenderá por bienes sujetos a 

extinción de dominio, todos los que sean susceptibles de valoración económica, mueble 

o inmueble, tangible o intangible, o aquellos sobre los cuales pueda recaer derecho de 

propiedad. Igualmente, se entenderá por tales todos los frutos y rendimientos de los 

mismos. 

 

Cuando no resultare posible ubicar o extinguir el dominio de los bienes determinados 

sobre los cuales verse la extinción de dominio, al momento de la sentencia, podrá el 

Juez decretar una indemnización económica acorde al valor equivalente de los bienes 

sobre los que se ha decretado la extinción de dominio. Lo dispuesto en el presente 

artículo no podrá interpretarse en perjuicio de los derechos de terceros de buena fé. 

 

CAPÍTULO II 

 ACCIÓN DE EXTINCIÓN DE DOMINIO  



 Artículo 4°.-  La acción de extinción de dominio de que se trata la presente ley es de 

naturaleza jurisdiccional, de carácter real y de contenido patrimonial, y  procederá sobre 

cualquier derecho real, principal o accesorio, independientemente de quien los tenga en 

su poder, o los haya adquirido. Esta acción es distinta e independiente de cualquier otra 

que se haya iniciado simultáneamente, o no de  la que se haya derivado, o en la que 

tuviere origen, sin perjuicio de los terceros de buena fé.  

 

Procederá la extinción del derecho de dominio respecto de los bienes objeto de sucesión 

por causa de muerte, cuando dichos bienes correspondan a cualquiera de los eventos 

previstos en el artículo 2 de la presente ley 

 

Artículo 5°.- La acción  deberá ser iniciada de oficio por el Fiscal General del Estado, 

cuando ocurra algunas de las causas previstas en el artículo 2 de la presente ley. 

 

Todas las instituciones publicas o cualquier persona natural o jurídica, deberán informar 

a la Fiscalía General del Estado, a su petición o de oficio, sobre la existencia de bienes 

que puedan ser objeto de la acción de extinción de dominio. 

 

Los organismos internacionales, habilitados para el efecto por un tratado o convenio de 

colaboración recíproca celebrado con el Estado Paraguayo, podrán dar noticia de ello 

para el inicio de la acción de extinción de dominio. 

 

Artículo 6°.- El particular que denuncie de manera eficaz, o que en forma efectiva 

contribuya a la obtención de evidencias para la declaratoria de extinción de dominio, o 

las que aporte, recibirá una retribución hasta del 5 % del producto que el Estado obtenga  

por la liquidación de dichos bienes, o del valor comercial de los mismos, dependiendo 

de la colaboración. Cuando de conformidad a la ley, el Estado los retuviere para 

cualquiera de sus órganos o dependencias, esta tasación la hará el Juez en la sentencia, 

de oficio o a petición del Fiscal. El tratamiento de las denuncias y el otorgamiento de la 

recompensa, se hará con todas las garantías que permitan proteger la identidad y la 

integridad física del denunciante. 

 

CAPITULO III 

DEBIDO PROCESO Y GARANTÍAS 

 

Artículo 7°.- En el ejercicio y trámite de la acción de extinción de dominio se 

garantizará el debido proceso, permitiendo al demandado presentar pruebas a intervenir 

el proceso y oponerse a las pretensiones que estén haciendo valer en contra de sus 

bienes.   

 

Artículo 8°.-  Durante el proceso se garantizarán y protegerán los derechos del 

demandado y afectados que resultaren, y en particular los siguientes: 

 

1. Probar el origen legítimo de su patrimonio, y de bienes cuya titularidad se 

discute. 

2. Probar que los bienes de que se trata no se encuentran en las causales que 

sustentan la acción de extinción de dominio. 

3. Probar que, respecto de su patrimonio o de los bienes que específicamente 

constituyen el objeto de la acción, se ha producido una sentencia favorable que 



deba ser reconocida como cosa juzgada dentro de un proceso de extinción de 

dominio, por identidad respecto a los sujetos, al objeto y a la causa de proceso. 

 

CAPITULO IV 

PROCESO DE EXTINCIÓN DE DOMINIO 

PRIMERA PARTE 

COMPETENCIA 

 

Artículo 9°.- Conocerá de la acción el Fiscal General del Estado, quien podrá delegar 

esta facultad en un Agente Fiscal Auxiliar, ante los jueces competentes a quienes 

corresponderá la sentencia de extinción de dominio. El Fiscal podrá conformar unidades 

especiales de extinción de dominio, de acuerdo con sus atribuciones constitucionales y 

legales. 

 

El Fiscal iniciará la investigación de oficio o por información  que le haya sido 

suministrada de conformidad al artículo 5 de la presente ley, con el fin de identificar los 

bienes sobre los cuales podría iniciarse la acción de acuerdo con las causales 

establecidas en el artículo 2 de la presente ley. 

 

En el desarrollo de  la investigación, el Fiscal podrá solicitar al Juez competente la 

adopción de medidas cautelares según corresponda, que comprenderán la suspensión del 

poder dispositivo, el embargo y el secuestro de los bienes o dinero en depósito en el 

sistema financiero, de títulos valores, y de los rendimientos de los anteriores, lo mismo 

que la orden de no pagarlos cuando fuere imposible su aprehensión física. 

 

Una vez firme y ejecutoriada la sentencia de extinción de activos, los bienes sobre los 

que se hayan adoptado medidas cautelares quedarán de inmediato a disposición de la 

Presidencia de la República, con los cuales se constituirá un Fondo para la 

rehabilitación, Inversión Social y Lucha contra la delincuencia, en adelante el Fondo, el 

que será manejado y administrado por el Ministerio de Hacienda, que los transferirá a 

los organismos correspondientes de conformidad con las leyes vigentes y el reglamento 

que establecerá por Decreto del Poder Ejecutivo. 

 

Mientras los recursos monetarios, títulos financieros y valores se encuentren sujetos a 

medidas cautelares, las instituciones financieras que reciban la respectiva orden abrirán 

una cuenta especial que genere rendimientos, los cuales formarán parte de la cuantía de 

los depósitos. Los rendimientos obtenidos pasarán al Estado en el caso de que se declare 

extinguido el dominio sobre tales recursos, o se entregarán a su dueño, en el caso 

contrario. 

 

Los bienes fungibles, de género o muebles de deterioro, podrán ser enajenados al mejor 

postor, o en condiciones de mercado cuando fuere el caso. 

 

De igual forma, los bienes inmuebles se administrarán de conformidad con las normas 

vigentes. Los rendimientos obtenidos pasarán al estado en el caso de que se declare 

extinguido el dominio sobre tales recursos, o se entregarán a su dueño en el caso 

contrario. 

 

SEGUNDA PARTE 

PROCEDIMIENTO 



 

Artículo10°.- El Fiscal que inicie el trámite presentará demanda escrita ante el Juez 

Competente. El escrito de demanda contendrá al menos lo siguiente: 

 

1°.- El Juez ante el que se promueve. 

2°.- El nombre del demandante, su domicilio y el lugar que señala para notificaciones o 

el medio electrónico que designa para recibir esa y otras comunicaciones. 

3°.- El nombre del demandado y su domicilio si fuere conocido, en caso contrario se 

estará a lo prescripto para estos casos en la legislación común. 

4°.- Los hechos en que el demandante funda su petición, numerándolos y narrándolos 

con claridad y precisión. 

5°.- Los argumentos jurídicos y los artículos de ésta y otras leyes en las que funda su 

petición 

6°.- Los medios de prueba que ofrezca para acreditar los hechos que resulten 

controvertidos. 

7°.- Las peticiones que se formulen, especialmente si solicita medidas cautelares. 

8°.- Lugar y fecha del escrito 

9°.- Firma del demandante. 

 

Artículo 11°.- Corresponde  a los Jueces de lo civil con competencia en el lugar donde 

se encuentren ubicados los bienes, conocer del proceso en primera instancia. Ante ellos 

se interpondrá la demanda, se tramitará el procedimiento y pronunciará la sentencia que 

declare la extinción de dominio o absuelva al demandado, según el caso. 

 

Artículo 12°.- Si a criterio del Juez la demanda incumpliere alguna de las formalidades 

o requisitos establecidos, el Juez prevendrá al Fiscal a fin que en el plazo no mayor de 

cinco días hábiles se subsanen tales imperfecciones, si no lo hiciere, el Juez declarará 

inadmisible la demanda, quedando a salvo el derecho material. 

 

Artículo 13°.- Admitida la demanda y habiendo solicitado el Fiscal medidas cautelares, 

El Juez las ordenará , y cumplida la orden judicial se correrá traslado de la demanda en 

contra de la o las personas que hayan sido demandadas y se les emplazará para que la 

contesten en veinte días hábiles. 

 

Artículo 14°.- En la contestación de la demanda deberán exponerse las excepciones 

procesales y materiales, así como los alegatos pertinentes al fondo del asunto y 

ofrecerse la prueba legal, idónea y pertinente al asunto en cuestión. 

 

El demandado podrá manifestar su allanamiento a algunas o a todas las pretensiones del 

demandante, la falta de negación, el silencio o las respuestas evasivas podrán ser 

consideradas por el Juez como admisión tácita de los hechos alegados por la parte 

demandante. 

 

La falta de contestación del demandado en el plazo de su emplazamiento producirá su 

declaración de rebeldía, se tendrán como negados todos los hechos alegados por la 

contraparte y se continuara con el proceso. 

 

Al declarado rebelde no se le hará ninguna otra notificación salvo aquella en que se 

haga saber la sentencia definitiva. 

 



Artículo 15 °.- El trámite de las excepciones se realizará conforme lo manda el derecho 

común. 

 

Artículo16°.- Ofrecida la prueba y verificada su legalidad, idoneidad y pertinencia será 

admitida por el Juez, quien señalará un periodo común de veinte días hábiles para su 

producción 

 

Las partes en su respectivo escrito agregarán las pruebas documentales o señalarán el 

lugar donde se encuentran para que el Juez las requiera. Si son testigos manifestarán su 

nombre y las circunstancias generales que sean de su conocimiento y señalarán el lugar 

donde puedan ser citados. 

 

Son admisibles y considerados  como prueba documentales las fotografías, las cintas 

magnetofónicas, las de video, los datos electrónicos y cualquier otra información que se 

halle impresa o almacenada sobre cualquier soporte material o electrónico, toda vez que 

reúnan los requisitos establecidos por la legislación vigente. 

 

La prueba pericial serpa realizada por tres peritos, uno propuesto por cada parte y un 

tercero que será nombrado por el Juez y cuyos honorarios correrán de las partes que los 

propongan. Si un perito es empleado público su salario habitual constituirá su 

remuneración por este trabajo, y la institución para la cual trabaja esta obligada a 

proporcionar el tiempo para la realización de su pericia. 

 

La recepción de una prueba solo podrá ser reprogramada una sola vez, por causa 

debidamente justificada. 

 

Los dictámenes periciales y la prueba documental son los únicos medios de prueba que 

pueden ser agregados aún después de transcurrido el término probatorio y antes de 

dictar sentencia. 

 

Artículo 17°.- Transcurrido el término de producción de prueba y agregados los 

dictámenes periciales o la prueba documental, el Juez dictará sentencia. Las pruebas 

serán valoradas conforme a las reglas del Código de Procedimientos Civiles. 

 

Artículo 18°.- L a sentencia condenatoria declarará la extinción de todos los derechos 

reales, principales o accesorios, desmembraciones, gravámenes o cualquiera otra 

limitación a la disponibilidad o el uso del bien y ordenará su tradición a favor del 

Estado a través del Fondo para la rehabilitación, Inversión Social y Lucha contra la 

Delincuencia. 

 

Si los bienes fueren muebles o moneda, y aún no estuvieren secuestrados a disposición 

del Fondo, en la sentencia se ordenará que se le haga entrega inmediata de los mismos o 

que se consignen a su disposición dichos valores. Si se tratare de bienes incorporados a 

un título, se ordenará la anulación del mismo y la expedición de uno nuevo a nombre 

del citado Fondo. 

 

Si en la sentencia se reconocieren los derechos de un acreedor prendario o hipotecario 

de buena fe sobre los bienes que se haya dictado sentencia de extinción de dominio, se 

procederá a su venta o subasta y con el producto se pagará el crédito en los términos que 

indique la sentencia. 



Artículo 19°.- L a sentencia definitiva es apelable, así como todo auto que impida la 

continuación del proceso. Será competente para conocer del recurso de apelación la 

Cámara de Apelación de la circunscripción a la que pertenezca el Juzgado cuya 

resolución se recurra. 

 

El recurso se admitirá en ambos efectos, las medidas cautelares impuestas no se verán 

afectadas salvo que la Cámara de Apelaciones mediante resolución fundada las 

modifique. 

 

Artículo 20°.- El recurso de apelación se interpondrá por escrito ante el Juez 

competente, en el plazo de cinco días hábiles de  notificada la sentencia definitiva. El 

Juez sin valoración alguna del recurso, en el plazo de tres días hábiles, lo remitirá a la 

Cámara de Apelación competente, junto con el expediente. Durante la sustanciación del 

recurso la Cámara de Apelación es la única competente para decidir aspectos relativos 

asl proceso. 

 

Artículo 21°.- Recibido el recurso de apelación, la Cámara de Apelación lo examinará 

decidiendo sobre su admisión, en caso de declararlo inadmisible, solo cabrá el recurso 

de revocatoria. 

 

Admitido el recurso correrá traslado a la parte contraria por cinco días hábiles, 

concluidos los cuales abrirá un periodo de prueba por el término de veinte días hábiles, 

si se hubiese solicitado y estuviese comprendida en los siguientes casos: 

 

1. Cuando la prueba hubiera sido denegada indebidamente en primera instancia. 

2. Cuando la prueba no hubiere podido practicarse en primera instancia por causas 

no imputables a quien la propuso. 

3. Cuando los medios probatorios estén referidos a la ocurrencia de hechos 

relevantes para el derecho o interés discutid, pero acaecidos después de haber 

transcurrido el término de ofrecimiento y producción de prueba. 

Propuesto la prueba, la Cámara de apelación resolverá admitiendo los medios 

procedentes y ordenando su incorporación, o señalando día y hora para su recepción, 

concluida la misma sentencia. 

 

Contra la sentencia dictada por la Cámara de Apelación podrá interponerse el 

recurso extraordinario de casación, el cual se tramitará conforme a la Ley de la 

materia. 

 

CAPITULO V 

DISPOSICIONES FINALES 

 

Artículo 22°.- Los gastos que genere el trámite de la acción de extinción de dominio, así 

como los que se presenten por la administración de los bienes en el Fondo para la 

rehabilitación, Inversión Social y Lucha contra la Delincuencia, se pagarán con cargo a 

los rendimientos financieros de los bienes que han ingresado a dicho Fondo, salvo que 

la sentencia declare la improcedencia de la extinción de dominio, en cuyo caso los 

solventarán el estado. 

 

Artículo 23°.- Los Convenios y Tratados de asistencia y de Cooperación Judicial 

celebrados por el Estado Paraguayo, serán plenamente aplicables para la obtención de 



colaboración en materia de afectación de bienes, cuando su contenido sea compatible 

con la acción de extinción de dominio. 

 

Artículo 24°.- La presente ley por su carácter especial, prevalecerá sobre cualquier otra 

que se contraponga a ella. Todo lo no expresamente regulado en este cuerpo normativo 

se regirá conforme a lo prescripto en el Código de Procedimientos Civiles.  

 

  Artículo 25°.- De forma  

 

 

 

  

 


